Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 6 minutos.) 


-La Presidencia comunica a los integrantes de la Comisión que, antes de permitir que ingrese a 
Sala la delegación que nos visitará en la sesión de hoy, va a ceder el uso de la palabra al señor Senador 
Gallinal, quien ha solicitado realizar un planteamiento. 


SEÑOR GALLINAL.- Oportunamente resolvimos encomendar a una suerte de “Subcomisión” el estudio del 
proyecto de ley de hábeas corpus, sobre el que existía una predisposición a su aprobación. He hecho las 
consultas correspondientes a los señores Senadores Pasquet y Lorier y estuvimos de acuerdo en 
proponer a la Comisión que sea aprobado, de manera de poder integrarlo al orden del día del Senado 
antes del ingreso del proyecto de ley de Presupuesto Nacional. En el caso de que apareciera alguna 
corrección vinculada a la redacción -hasta ahora no ha sucedido- con mucho gusto la incorporaríamos en 
los próximos días. De esta manera podríamos ver si es posible que se tratara en el Senado la semana que 
viene, en cuyo caso se aprobaría y se remitiría a la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En mi opinión, podríamos incluir este tema en el orden del día de la sesión de la 
Comisión del próximo martes, aprobarlo y que el Presidente de la Comisión -en este caso, quien habla- se 
comunique con el señor Presidente del Senado. 


SEÑOR GALLINAL.- La idea era aprobarlo en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considero que este tema podríamos discutirlo el miércoles en el Senado. De 
todas maneras, no tengo problema en aprobarlo hoy; no hago cuestión en ese sentido pues, además, se 
trata de un proyecto de ley que ya fue visto por otros compañeros. Quizás deberíamos recibir a la 
delegación que hoy nos visita y luego abocarnos a la lectura y tratamiento del proyecto. Si procedemos de 
esa forma, no nos alejaríamos de la formalidad que requiere el estudio de un tema tan importante. Por eso, 
reitero, deberíamos leerlo antes de aprobarlo. 


SEÑOR GALLINAL.- En realidad, el texto ya ha sido leído y tenemos el visto bueno de los representantes 
de todos los partidos políticos. De todas maneras, no tengo inconveniente en esperar hasta el martes que 
viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedo a disposición de lo que la Comisión decida. No obstante, me gustaría 
saber si se le introdujo alguna corrección. 


SEÑOR GALLINAL.- No debemos olvidar que esta normativa fue ley. 
SEÑOR NIN NOVOA.- En realidad, fue ley por un día. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, fue ley por un día. 


SEÑOR GALLINAL.- Esa parte específica se aprobó con el apoyo de todos los partidos y quedó sin efecto 
cuando se derogó el Código. 


De todas maneras, atendiendo a la propuesta del señor Presidente, podemos considerar este 
tema luego de que se retire la visita del día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También podríamos elevarlo al Plenario para tratarlo en la sesión del próximo 
miércoles, de manera que si algún señor Senador quiere hacer algún planteo, lo pueda hacer en la próxima 


sesión de la Comisión del día martes. A su vez, nombraríamos al señor Senador Gallinal como Miembro 
Informante. 


SEÑOR PASQUET.- No tengo inconvenientes en votarlo en el día de hoy, pero me parece, por la propia 
jerarquía del tema, que tendríamos que considerarlo la semana que viene de manera de analizarlo como 
corresponde. Aunque, hoy por hoy, no hay problemas prácticos con el hábeas corpus, el instituto es de tal 
jerarquía, que justifica que trabajemos en el marco adecuado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Observo que el resto de los señores Senadores están dispuestos a votar este 
tema en la sesión de hoy. Por lo tanto, así se procederá. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley sobre el proceso de hábeas 
corpus. 


(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Recibimos una propuesta en el sentido de designar al señor Senador Gallinal como Miembro 
Informante. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
(Se vota:) 
-6 en 7. Afirmativa. 


En consecuencia, vamos a solicitar a la Secretaría de la Comisión que realice las gestiones 
pertinentes para que este asunto sea incluido en el orden del día de la sesión del Senado del próximo 
miércoles. 


En otro orden de cosas, teniendo en cuenta que próximamente van a ingresar varios proyectos 
de ley para ser tratados, quiero solicitar a los señores Senadores que, en lo posible, establezcamos el 
orden del día de la sesión del próximo martes de la Comisión. Por ejemplo, en la Cámara de 
Representantes se está discutiendo el tema de la Ley de Caducidad -al cual el Frente Amplio le quiere dar 
cierta prioridad- así como también el Presupuesto. Por tanto, debemos ordenar nuestro trabajo, pues nos 
gustaría saber qué piensa cada uno de los integrantes sobre los diferentes proyectos. 


-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Nota del Secretario General del Ministerio de Relaciones Exteriores doctor Nelson 
Yemil Chabén, en respuesta a la nota cursada por esta Asesora en relación a los fundamentos del artículo 
22, numeral 4”, frase final del proyecto de ley que tipifica como delito la producción y empleo de cualquier 
modo de Armas Químicas, Sustancias Químicas tóxicas o sus precursores (Carpeta IS 
258/2010). 


Carpeta N* 165/2010. UNIDAD ALIMENTARIA DE MONTEVIDEO. Creación. Proyecto 
de ley con exposición de motivos presentado por la señora Senador a Constanza Moreira y los señores 
Senadores Rafael Michelini y Rodolfo Nin Novoa. 


La Asociación de ex presas y ex presos políticos del Uruguay solicitan ser recibidos 
por la Comisión a los efectos de plantear una inquietud por el decreto aprobado por el Poder Ejecutivo (aún 
no publicado) regulatorio del artículo 10 de la Ley N* 18.596, de 18 de setiembre de 2009, relacionada con 
el reconocimiento y la reparación de las víctimas en ocasión de la actuación ilegítima del Estado entre el 13 
de junio de 1968 y el 28 de febrero de 1985. 


En el día de hoy se reparten los antecedentes de la Carpeta N* 353 de 2010, 
vinculada a la facultad para encomendar funciones transitorias de guardia perimetral y control de acceso a 
cárceles, penitenciarias y centros de recuperación a personal militar dependiente del Ministerio de Defensa 
Nacional. 


Se reparte, asimismo, el distribuido que contiene antecedentes relacionados con la 
Resolución N* 119 del Ministerio del Interior. 


Al mismo tiempo, se distribuye un comparativo contenido en el Distribuido N* 
407/2010, entre el proyecto de ley del Poder Ejecutivo, relacionado con armas químicas, sustancias 
químicas tóxicas o sus precursores, los artículos 209 y 210 del Código Penal y los comentarios solicitados 
y remitidos por la Comisión de Reforma del Código Penal y por la Comisión Interministerial para la 
Prohibición de las Armas Químicas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de hacer pasar a nuestros visitantes, deberíamos poner como primer punto 
del orden del día ordenar todo el trabajo. Después que tengamos resuelto el tratamiento del artículo 76, 
seguramente haremos algunas reflexiones al respecto. Por otro lado, están pendientes algunos de los 
proyectos que vienen del Poder Ejecutivo y las demás carpetas. En este sentido, tendremos que decidir 
cuáles son los temas prioritarios. 


SEÑOR NIN NOVOA.- ¿La Carpeta N* 353 es un proyecto de ley? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se me acota por parte de Secretaría que se trata de un proyecto de ley al que se 
le dio entrada y se repartió la semana pasada. Es un complemento. 


(Ingresa a Sala la delegación del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal) 


-La Comisión de Constitución y Legislación tiene mucho gusto en recibir al profesor doctor Ángel Landoni, 
Director del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, al profesor doctor Alejandro Abal Oliú y al profesor 
Agregado doctor Edgar Varela Méndez. 


Como es sabido, esta Comisión tiene a estudio un proyecto de ley que consta de dos artículos 
presentado por el Partido Nacional, que interpreta el artículo 15 del Código Penal y el artículo 7% del Código 
del Proceso Penal. Por ese motivo es que hemos requerido la opinión de quienes nos acompañan en el día 
de hoy. 


SEÑOR LANDON!.- Quisiera aclarar que vamos a hablar a título personal, ya que los representantes del 
Instituto no han podido reunirse. 


SEÑOR VARELA MÉNDEZ.- El proyecto de ley que nos convoca consta de dos artículos que pretenden 
interpretar dos textos normativos, el inciso segundo del artículo 15 del Código Penal, y el inciso segundo 
del artículo 7% del Código del Proceso Penal. Esta declaración de vía interpretativa plantea, primero, el 
problema de que, según establece el artículo 13 del Código Civil, la norma tiene efecto retroactivo. En este 
sentido, y como la doctrina con respecto a las leyes interpretativas entiende que deben tomarse en cuenta 
los antecedentes, en la página 6 de la exposición de motivos encontramos una cita fragmentaria del 
profesor Alberto Ramón Real. Con esto apunto a que, a pesar de que la irretroactividad de las leyes está 
consagrada en el artículo 7% del Código Civil, ha sido común hacer una interpretación mal encarada en 
cuanto a que, como se trata de una norma legal, otra norma legal puede modificarla, pero la mejor doctrina 


entiende que la irretroactividad es una garantía constitucional. La cita del profesor Real es parcial pues 
para hablar de la irretroactividad de la ley penal él refiere no solamente al artículo 10 de la Carta, sino al 
artículo 72, estableciendo que los artículos 7% y 72 de la Constitución proyectan la irretroactividad de las 
normas también fuera del ámbito penal. Además, cita directamente a Rippert, que va contra una opinión 
generalmente recibida en Francia, que apunta al principio de no retroactividad de las leyes, como regla de 
técnica fundamental. Asimismo, el profesor Real advierte que es necesario compartir la argucia consistente 
en disfrazar de interpretativa la ley realmente modificativa, con efectos retroactivos. 


Esta iniciativa apunta a interpretar dos normas. Considero que aquí hay que plantearse el 
problema de cuál es la duda que han generado estos artículos. En este sentido, la doctrina también señala 
que la solución tiene que darse en los términos de la controversia y, donde no la haya habido, no es 
necesaria una ley interpretativa; esta es la posición constante de la doctrina francesa. Además, la doctrina 
señala que no pueden sancionarse con declaración de interpretativas, leyes que sean declarativas y que 
exorbitan el sentido de la aclaración de los términos que puedan entenderse dudosos u oscuros. La 
disposición aclaratoria declarativa constituye un nuevo acto legislativo, independiente del que originó la 
sanción del proyecto interpretado al que se hace remisión de modo exclusivo. La doctrina recomienda que 
no se utilice una ley interpretativa para solucionar pleitos, ni siquiera si aparece influida por el interés de las 
partes en un proceso abierto. No puede admitirse la intervención de las Cámaras en ocasión de un litigio 
nacido y actual. 


En suma, en mi opinión, en este primer enfoque esta es una ley que utiliza la vía de declarar su 
carácter interpretativo y podría analizarse si esta calificación del Legislador es suficiente como para que la 
judicatura no analice si, en realidad, es interpretativa o no. Además, se presenta con esa claridad pero es 
declarativa, aunque se le pretende dar efecto retroactivo. Inclusive, se proyecta sobre un tema que hasta el 
momento no ha sido objeto de dudas o controversias, por lo cual no se encuentra el motivo por el que se 
establece la interpretación. También podemos decir que no interpreta sino que, en todo caso, declara y 
además, por la occasio legis, proyecta o pretende proyectar inequívocamente sobre un proceso abierto, lo 
que es susceptible de lesionar el principio de separación de Poderes. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR ABAL OLIÚ.- En primer lugar, quiero señalar que, como es de conocimiento de los señores 
Senadores -por lo menos de algunos de ustedes- tengo una relación profesional muy cercana con uno de 
los autores de este proyecto, el doctor Ramírez. Pero no puedo menos que señalar que no pude cruzar con 
él dos palabras ni antes ni después del proyecto, porque no me encontraba en el país cuando se dio a 
conocer. Posteriormente, tampoco tuve oportunidad de hablar con él acerca del mismo. Quise aclararlo por 
lo que diré a continuación. 


También deseo manifestar que mi opinión no es de oportunidad -como, se supone, no lo es la de 
las personas a las que los señores Senadores consultan- sino que apunta a brindar elementos que ayuden 
a pensar sobre la constitucionalidad del proyecto en sí mismo. Con esto no estoy diciendo que, como 
ciudadano, estoy a favor o en contra de lo que se propone; simplemente considero que mi opinión no 
importa y he tratado de desprenderme de eso. 


En aras de ayudar a pensar al respecto a los señores Senadores -y sin extenderme demasiado- 
quiero señalar que he tratado de focalizar mi intervención en tres puntos. En primer lugar, entiendo que es 
conveniente considerar la siguiente pregunta: ¿Es correcto que, luego de un procesamiento en el que se 
imputa prima facie un delito determinado, se formule acusación por otro diferente? Se trata de un asunto 
no menor porque si la respuesta fuera negativa, prácticamente el texto del artículo 1% no debería ser 
apoyado. En mi opinión sí porque, tanto el presumario como el sumario, al estar concebidos de forma no 
muy clara por los autores del Código de Instrucción Criminal y, sobre todo, del Código del Proceso Penal, 
son medidas estrictamente preparatorias del proceso penal; forman parte del proceso penal, así como 
forman parte de un proceso civil las medidas preparatorias de un proceso civil. Por supuesto que en el 
proceso penal estas tienen mucha mayor entidad e importancia, por varias razones. Una de ellas es que, 
automáticamente, una vez que se determina que prima facie existe posibilidad de que la persona sea 
autora del delito que se le está tratando de imputar, se habilita al Juez a dictar medidas cautelares, o 


supuestas medidas cautelares, como la prisión preventiva en primer lugar, aunque también todas las 
demás que podrían sustituirla. 


En realidad, creo que siendo por naturaleza el presumario y el sumario no otra cosa que medidas 
preparatorias del verdadero juicio, no veo ningún obstáculo para que, si sobre los mismos hechos el Fiscal 
cree que debe hacer otra calificación delictual, la pueda hacer sin necesidad de comenzar nuevamente con 
el sumario. Desde el punto de vista formal, ampliar el sumario es empezarlo para otro delito. Debo añadir 
dos cosas: primero, que el hecho de cambiar la tipificación por parte del Fiscal en el momento de la 
acusación no viola ninguna garantía del procesado penal; y, segundo, que esto -aunque parezca la razón 
del artillero- se hace continuamente. Quienes tienen experiencia en materia procesal penal saben que este 
procedimiento es bastante frecuente. A veces los Fiscales o los Jueces -con mucha prolijidad- piden el 
cambio de carátula, como se suele decir, pero en muchísimas otras simplemente tipifican otro delito, en 
lugar de o además del original, y no hay protestas porque, en el fondo, no se afectan garantías. 


Otro asunto a considerar es si se opone a la Constitución una disposición como la del artículo 1% 
del proyecto de ley. No voy a repetir lo que reza la exposición de motivos, pero coincido con la opinión que 
entiende que no se violenta ninguna de las reglas. Existen dos reglas especiales que podrían contradecirse 
con esta diposición: los principios nullum crimen sine lege y non bis in idem. A mi entender, el nullum 
crimen sine lege no lo violenta en absoluto, ya que no tiene nada que ver con eso y no se está 
estableciendo un delito nuevo ni nada que no exista en la legislación; y en cuanto al non bis in idem, 
tampoco lo violenta, pero voy a explicarlo un poco más cuando responda la tercera pregunta que voy a 
formular para finalizar con esta intervención. 


¿Se puede decir que la independencia de los Poderes violenta la fórmula del artículo 1%? ¿que 
hay una injerencia del Poder Legislativo en el Poder Judicial? ¿que los Legisladores están dictando la 
sentencia en lugar del Juez? No. La función de los Jueces no es hacer justicia. La conocida y vulgar 
expresión de que los Jueces tienen que hacer justicia no es correcta; los Jueces no tienen que hacer 
justicia, quienes la deben hacer son los Legisladores -el constituyente en primer lugar- que son los que 
determinan qué es justo y qué no lo es. Por más que en la práctica los Jueces tienen un margen muy 
importante para aplicar las leyes, en realidad lo que hacen es aplicar las leyes que dictan los Legisladores, 
que -retiero- son quienes determinan qué es lo justo y qué no lo es en una sociedad en la que se convino 
que esa era la mejor manera de hacerlo. Si un Legislador dicta una ley, los Jueces la deben aplicar, y no 
creo que con eso se esté violando la independencia del Poder Judicial; se estaría violando si los 
Legisladores dijeran que en el juicio de Fulano contra Mengano la sentencia debe ser tal o cual, o que el 
tribunal debe aplicar tal norma y, por ende, condenar o absolver a la persona en la forma que se solicita. 


Si el artículo 1% se aprobara tal como está, ¿se aplicaría a los procesos en trámite? Sí. ¿Y eso 
tendría algo de malo? No. Eso tendría algo de malo o sería inconstitucional si la nueva norma estableciera 
un nuevo delito. En ese caso se violaría la regla constitucional implícita del artículo 72, así como las reglas 
consagradas por el Pacto de Derechos Civiles de la ONU y el Pacto de San José de Costa Rica, que se 
expresa con el aforismo nullum crimen sine lege, pero este no es el caso. 


Con respecto al tercer asunto, cabe preguntar si el artículo 2% de la ley es opuesto a la 
Constitución. En mi opinión, la respuesta es negativa. La pregunta siguiente a esta y que ayuda a 
contestarla es si lo que llamamos cosa juzgada o el respeto a la cosa juzgada es una regla de raigambre 
constitucional. En mi opinión, esto no es así y podría extenderme mucho mencionando a quienes han dicho 
cosas a favor y en contra de tal afirmación. Se trata de una regla de rango constitucional respecto de la 
cosa juzgada en el caso de las sentencias absolutorias en materia penal, porque también hay un aforismo 
que establece que no puede revisarse nuevamente un proceso que ha concluido con sentencia absolutoria. 
Si observamos la fórmula del artículo 2% del proyecto de ley, en realidad, vemos que ahí se dice que se 
debe continuar un proceso suspendido, pero no que debe tramitarse nuevamente el que ha concluido por 
sentencia absolutoria o por sentencia condenatoria. En un caso extremo, hipotético, en que una sentencia 
definitiva dijera que el proceso debe clausurarse porque el fiscal cambió la tipificación sin que se 
modificase la carátula de procesamiento, ¿habría violación? Creo que no, porque en ese caso no habría 
más que una clausura o cese del proceso, como dice el inciso segundo del artículo 7% del Código del 
Proceso Penal, sin pronunciamiento sobre el fondo de lo que estaba sometido al Tribunal. El Tribunal ni 
condenó ni absolvió, simplemente estableció la clausura. ¿Esto pasa en algún otro caso? Me he hecho 


esta pregunta y, buscando ideas en mi cabeza, rápidamente me acordé del artículo 3? del Código del 
Proceso Penal que dice que ninguna persona puede ser procesada dos veces por un mismo hecho 
constitutivo de infracción penal, excepto cuando la conclusión del primer proceso no extinga la acción 
penal. Seguramente el Legislador no se refería a esto porque no lo tendría en mente pero, por cierto, esta 
fórmula parece bastante aplicable a una situación como la que se plantea ahora. Me pregunto si cuando se 
inicia algo que he visto más de una vez -en mi juventud fui fiscal durante un plazo muy corto porque tuve un 
problema que me obligó a dejar de ejercer esa función- en este tipo de cuestiones, se puede pensar en la 
instancia del ofendido. Supongo que los señores Senadores deben tener presente que la instancia del 
ofendido tiene que ver con que, en ciertos delitos, si el ofendido no formula una manifestación de voluntad 
para que sean perseguidos por el Ministerio Público, esta entidad no puede perseguir formalmente. Pero a 
menudo ocurre -sobre todo en el interior, donde la gente y los abogados, así como los fiscales, tienen 
menos experiencia- que se inician procesos sin la instancia del ofendido, no en asuntos claros sino en 
otros más dudosos. El juez, automáticamente, tendría que decir que el proceso cesa y concluye porque no 
se dedujo a instancia del ofendido. Sin embargo, en la realidad, muchas veces el proceso sigue y uno 
advierte que no hubo instancia del ofendido cuando, al contestar la acusación en el Plenario, el procesado 
o el defensor del procesado lo hace notar y quizás -no lo tengo muy presente ahora- hasta en la segunda 
instancia, con lo cual se clausura el proceso. Sin embargo, dado que hay un plazo para deducir la 
instancia, si el ofendido todavía está dentro de ese plazo y la deduce -esto sí lo he visto- se reabre el 
proceso que estaba clausurado. Este no es un caso distinto al que estamos considerando ahora. La 
fórmula del artículo 2” ¿viola la independencia de Poderes y, en particular, la del Poder Judicial? A primera 
vista, uno podría creer que sí. Supongamos que ya no hay recursos en trámite y que hubo una sentencia 
que terminó con el proceso, pues bien, esto obliga a reabrirlo. Pero, ¿qué tiene eso de malo? ¿Por qué se 
viola la independencia del Poder Judicial? Se la violaría si se dijera al Poder Judicial que tiene que 
condenar o absolver a Fulano de Tal, pero aquí lo único que se le pide es que reabra el proceso y que 
resuelva si se debe condenar o absolver. 


Podríamos decir mucho más sobre esto pero creo que los señores Senadores no están 
dispuestos a que continúe con el uso de la palabra. 


SEÑOR GALLINAL.- Aclaro que no quiero alterar la forma en la que se ha decidido proceder en la 
Comisión -porque la considero correcta- pero, dado que se ha hecho una referencia puntual, me interesaría 
hacer una pregunta al doctor Abal Oliú, partiendo de la base de que mis conocimientos en materia de 
Derecho Penal no son muy profundos. Por tanto, pido disculpas al doctor si mi pregunta no es lo 
suficientemente clara. 


El doctor Abal Oliú señala que, a su juicio, es posible que la acusación fiscal posterior al auto de 
procesamiento esté referida a la imputación de un delito distinto a aquél por el que se produjo el 
procesamiento. Entonces, me pregunto si cuando se aprueba una ley de las características de la que se 
aprobó, en que se deroga un delito, esa derogación implica la posibilidad de clausura de los procedimientos 
si está referida a la acusación, pero no si está referida al auto de procesamiento. 


SEÑOR ABAL OLIÚ.- Lamentablemente, no comprendí la parte final de la pregunta del señor Senador 
Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Entendí que, a juicio del doctor Abal Oliú, la acusación fiscal puede ser de un 
contenido y estar referida a un delito diferente al delito por el cual se produjo el procesamiento. Entonces, 
pasando a una segunda etapa, quisiera saber si cuando se produce la derogación de un delito y se 
pretende que opere la clausura del procedimiento como consecuencia de esa derogación, es correcto 
sostener que la clausura opera en el caso de que la derogación esté referida al delito por el cual se hace la 
imputación fiscal y no al delito que se utilizó como objeto de procesamiento. 


SEÑOR ABAL OLIÚ.- Respondo afirmativamente la pregunta final del señor Senador Gallinal. 
Efectivamente, si la imputación del fiscal fuera por una figura que se deroga, habría que clausurarla y, 
naturalmente, si hubo una condena por ese delito, también. A su vez, lo mismo sucede con la ejecución. 


SEÑOR LANDON!.- Me voy a referir al tema desde otro punto de vista. 


Luego de hacer un análisis parcial de la exposición de motivos, me llamó la atención que no se 
hiciera mención al artículo 8? del Pacto de San José de Costa Rica. 


En el Estado de Derecho es fundamental la independencia del Poder Judicial, aunque está en 
juego en este proyecto de ley porque existe un proceso en trámite, hubo un pronunciamiento en 
determinado sentido y un pedido de casación, e intervendrá la Suprema Corte de Justicia. De alguna 
manera, el proyecto de ley implica, en mi opinión -puedo estar equivocado- una cierta desconfianza en 
cuanto a cómo procederá la Suprema Corte de Justicia y creo que eso no le hace bien al país y, por 
supuesto, tampoco al Poder Legislativo porque, con una iniciativa específica, estaría incidiendo en un caso 
concreto. La situación sería distinta si esto se hiciera con un criterio objetivo de carácter general. Es decir, 
si el proyecto de ley, en lugar de decir “en este caso concreto”, expresara “en cualquier hipótesis a que se 
llegue, en la cual se produzca un procesamiento por un determinado delito y la acusación por un delito 
diferente”, la situación sería muy distinta de la que ahora está proyectada. No tengo dudas de que en el 
artículo 2” es inconstitucional. Tal vez en mi pensamiento influye demasiado el trabajo hecho por Couture 
sobre Garantías Constitucionales del Proceso Civil que, si bien estaban referidas al proceso civil, de alguna 
manera también importan respecto del proceso penal. 


Más recientemente, jóvenes profesores de Derecho Procesal han examinado el tema de las 
garantías constitucionales desde el punto de vista del Derecho Procesal Penal. Creo que con este proyecto 
de ley la independencia del Poder Judicial está en tela de juicio. 


SEÑOR DA ROSA.- Ante las apreciaciones que acaba de realizar el doctor Landoni sobre la 
inconstitucionalidad del proyecto de ley, quisiera saber si él lo considera probablemente inconstitucional o si 
esa es su opinión con respecto al artículo 2*. 


SEÑOR LANDON!I.- Lo considero probablemente inconstitucional, particularmente con respecto al artículo 
22. 


SEÑOR GALLINAL.- Consulto al doctor Landoni si él considera inconstitucional el tema porque hay una 
causa en trámite, pues no lo sería de otra manera. 


SEÑOR LANDON!.- Es claro, señor Senador; obedece a esa razón. 


SEÑOR GALLINAL.- Muy probablemente, cada vez que se aprueban normas de estas características 
existan causas en trámite. En este caso concreto hay una causa notoriamente pública que, en alguna 
medida, fue el motivo por el que se presentó el proyecto de ley, pero la inconstitucionalidad estaría referida 
exclusivamente a que hay una causa en trámite. 


SEÑOR LANDON!.- Es claro que, tanto de la exposición de motivos como de los artículos 1% y 2% se 
desprende que se está incidiendo en un caso concreto. Desde mi punto de vista, hay que considerar la 
independencia que tiene el Poder Judicial para examinar un recurso de casación en trámite. No podemos 
olvidar que, de alguna manera, la Constitución de la República estableció la predeterminación del Tribunal 
cuando prohibió los procesos por comisión; precisamente, en este tipo de procesos se juzga determinado 
delito con ciertas ideas y se indica al Juez cómo tiene que resolver. Por eso señalamos que aquí, de alguna 
forma, se está diciendo al Juez que debe resolver el caso de determinada manera. Esto es lo que, a mi 
juicio, es inconstitucional. 


SEÑOR PASQUET.- Me preocupa la aplicación del artículo 2%, no sobre un proceso en trámite sino, 
fundamentalmente, respecto a uno sobre el cual haya recaído sentencia pasada en autoridad de cosa 
juzgada. En la sesión anterior de la Comisión, el doctor Ramírez nos manifestó que, aun en ese caso, el 
hecho de establecer una norma como la contenida en el artículo 2? del proyecto de ley es algo lícito y, si no 
entendí mal, el doctor Abal Oliú participa de esa opinión. 


Me gustaría que abundaran más sobre este punto porque, si la tesis es que las leyes 
interpretativas en general pueden obligar a los Tribunales a modificar la cosa juzgada, más allá de lo que 


tiene que ver con la incidencia del Legislador en los procesos en trámite -aquí ya no lo estaría porque la 
hipótesis parte de la base de que hay cosa juzgada- se estaría afectando la seguridad jurídica. De esta 
manera, los ciudadanos estarían siempre expuestos a que leyes interpretativas dictadas en cualquier 
tiempo, obliguen a reabrir litigios, cerrados quién sabe cuánto tiempo atrás por sentencias que quedaron 
firmes. A mi juicio, esto estaría comprometiendo muy seriamente la estabilidad jurídica y la seguridad, que 
forman parte de los derechos y de la forma republicana de Gobierno de todos los ciudadanos. Aclaro que 
esta es una referencia al artículo 72 de la Constitución de la República que, quizá, no sería necesaria 
porque la seguridad también está prevista en su artículo 7*. En realidad, me preocupa esta cuestión desde 
ese punto de vista. 


SEÑOR ABAL OLIÚ.- La preocupación del señor Senador es natural. 


Quiero aclarar que sobre esta cuestión no hemos hablado entre nosotros y que esta es, 
simplemente, una opinión personal que intenta ser jurídica y no referida a la oportunidad. 


En lo personal, no veo inconveniente alguno en que se reabra un proceso sobre el que existió 
cosa juzgada en el sentido de que debía clausurarse, pero distinto sería el caso si existiera cosa juzgada 
sobre el fondo del asunto. Corresponde aclarar que, aun cuando hubiera cosa juzgada sobre el fondo -que 
no es el caso- si no es en materia penal -quizás tributaria- en mi opinión, tampoco habría inconveniente en 
que el proceso se reabriera. Dicho de otra manera: un proceso civil sobre el fondo podría reabrirse, pero 
ello daría lugar a una cadena de reparaciones y de repristinizaciones de situaciones jurídicas altísimamente 
complejas. Esta es la razón por la que esto habitualmente no se hace; de cualquier manera, no veo óbice 
alguno para proceder en ese sentido. Lo que llamamos *cosa juzgada”, en realidad, constituye un 
aseguramiento de que las cosas se dan por terminadas en cierto momento, para no seguir discutiéndolas 
eternamente. Ahora bien, en ningún lado se establece -salvo para la materia penal y quizá la tributaria- que 
ese es un principio constitucional. La seguridad jurídica es un concepto absolutamente abierto y vago en el 
cual uno no puede hacer ingresar todo. 


Insisto en que, en el caso concreto, aparte de la conveniencia y la oportunidad de aprobar o no el 
artículo 2% -punto sobre el que no voy a ingresar ni corresponde que lo haga- no se trata de reabrir un 
proceso en el cual existe cosa juzgada sobre el fondo ni a favor ni en contra, sino de reabrir un proceso en 
el cual no hay cosa juzgada sobre el fondo, ni a favor ni en contra. Es lo mismo que ocurre en el ejemplo 
que expuse cuando hablaba de la instancia del defendido. Por disposición legal el proceso se clausura, no 
importando en qué estado está y, si después se formula la instancia -porque no ha caducado el tiempo para 
hacerlo- el proceso se reabre, siempre y cuando no haya habido un pronunciamiento sobre el fondo, a 
favor o en contra. Es obvio que la situación no es exactamente la misma, pero es un ejemplo en el cual el 
planteo y la solución coinciden con lo que aquí se postula. 


Insisto nuevamente en que no hablo -porque no me corresponde- sobre la oportunidad de 
aprobar el proyecto; lo que sí digo es que no me parece incompatible con lo que dispone la Constitución de 
la República al respecto. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera que me confirmaran si entendí correctamente el alcance de la opinión que 
manifiesta el doctor Abal Oliú. Si en un juicio civil, por ejemplo, se declara una sentencia interlocutoria en 
que la acción está prescripta y se da por terminado ese juicio por entender que operó la prescripción, 
pasados diez, quince o veinte años el Legislador podría interpretar la norma en la que se fundó la sentencia 
que declara la prescripción y mandar reabrir todos esos asuntos y no estarían afectados, a su juicio, el 
orden constitucional ni las garantías de las personas. 


SEÑOR ABAL OLIÚ.- En realidad, ahí hay varios elementos. El señor Senador Pasquet habló de veinte 
años y, en ese caso, sí se afecta la seguridad jurídica por más amplio que sea el concepto. En esa 
situación no lo dudo, ya que afecta la seguridad consagrada por la Constitución de la República. Sin 
embargo, otro sería el caso si se tratara de tres meses. Considero que eso es importante y que se podría 
hacer, pero daría lugar a una cadena de reparaciones por acto legislativo legítimo y a problemas muy 
serios y graves para “repristinizar” toda la situación. Es por esa razón que no se hace, aun cuando alguien 
haya pensado que valía la pena llevarlo a cabo. 


Aclaro nuevamente al señor Senador Pasquet que este no es el caso, ya que aquí no hay un 
pronunciamiento sobre el fondo; es más, cuando se dice que prescribió, sí lo hay. Se rechaza la pretensión, 
aunque sea de alguna sentencia interlocutoria con fuerza definitiva. 


Cabe aclarar que se le llama interlocutorio con fuerza definitiva solo porque no está al final del 
proceso, porque es una sentencia anticipada sobre el fondo, en que se rechaza la demanda; incluso, creo 
que en ese caso se podría hacer, pero no es lo que estamos discutiendo en este momento. El ejemplo que 
estamos tratando es el de una sentencia que no se había pronunciado sobre el fondo, diciendo que sí ni 
que no a la pretensión de la parte actora que, en este caso, sería el Fiscal. Él no lo dijo; simplemente 
clausuró el proceso y lo reabrió. 


Si tuviera más tiempo y la oportunidad de volver a esta Comisión -no lo solicito ni lo quiero- quizás 
se me ocurrirían ejemplos diferentes al que traje para realizar esta intervención. Repito que la instancia del 
defendido, a mi juicio, es un buen ejemplo de cómo funciona el mecanismo con naturalidad y sin que nadie 
diga nada al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera formular dos preguntas, una de ellas destinada al doctor Varela Méndez y 
la otra al doctor Abal Oliú. 


Comienzo con la dirigida al doctor Varela Méndez. Si no entendí mal, él manifestó que 
actualmente no es controversial la interpretación o la declaración por vía interpretativa. Por ello, me 
gustaría saber cuál es, a su entender, la correcta. 


También quisiera saber algo que no es controversial. En primera instancia, un Magistrado o 
Magistrada entendió que no se podía clausurar el proceso y, a su vez, el Tribunal de Apelaciones consideró 
que ello se podía hacer. En consecuencia, quisiéramos saber si él entiende que es obvio lo que se está 
declarando aquí a través del artículo 1* o si, por el contrario, considera que mediante este artículo estamos 
enmendando la plana a la otra tesis, que es la obvia. 


La segunda pregunta que quiero formular es para el doctor Abal Oliú. De acuerdo con su tesis 
respecto al artículo 2? -que no tiene muchos fanáticos- si esa disposición prosperara, ¿habría que dejar en 
claro que se trata de la clausura no por cuestiones de fondo sino de procedimiento o en la redacción actual 
está claro que el tema es por cuestiones de procedimiento y no de fondo? 


SEÑOR VARELA MÉNDEZ.- Gracias, señor Presidente. 


Quiero aclarar mi exposición. En primer lugar, entiendo que esta norma no es interpretativa, sino 
declarativa y se indica que es interpretativa para darle efecto retroactivo. Siguiendo las enseñanzas de 
Justino Jiménez de Aréchaga, de Alberto Ramón Real, citado parcialmente en la exposición de motivos, de 
Levrero Bocage, de Martins, de Gonzalo Aguirre Ramírez y de Rippert en Francia, afirmo que toda 
retroactividad implica una lesión constitucional. La no retroactividad de la ley es un principio que se infiere 
de los artículos 7%, 10, 72 y 332 de la Carta, y que hace a la libertad y a los principios de libertad y 
seguridad. 


Por otro lado, el doctor Aurioux, que es el más citado en el Derecho Transitorio -autor de un libro, 
cuya primera edición fue publicada en 1929- establece que para que haya necesidad de una ley 
interpretativa tiene que existir una efectiva controversia o contienda. Hasta donde yo entiendo, en nuestra 
doctrina y jurisprudencia, aún no se han planteado problemas de interpretación o aplicación del inciso 
segundo del artículo 15 del Código Penal ni del inciso segundo del artículo 7% del Código del Proceso 
Penal. En consecuencia, opino que la interpretación que se hace de esas dos normas es para corregir los 
efectos que tuvo sobre un proceso la derogación de un artículo por una ley posterior del Parlamento. A 
través de la corrección de esos dos artículos, se pretende enmendar la eliminación de un delito por una ley. 
Esa es mi opinión. 


Además, para que hubiera una discrepancia -no invento nada, porque también lo dice la doctrina- 
se requeriría que, tanto ella como su discusión, tuvieran el empuje suficiente. En este caso, decimos que 
un Juez en Primera Instancia sentenció blanco y el Tribunal de Segunda Instancia sentenció negro pero, en 
el fondo, lo que contienen estos dos artículos es que estuvo mal el Tribunal de Segunda Instancia, que lo 
negro debe ser blanco y yo, como Legislador, se lo impongo. Eso es profundamente inconstitucional. Toda 
la doctrina francesa inspirada por una concepción liberal apunta a que las Cámaras jamás pueden interferir, 
de manera directa ni indirecta, en un proceso que está en trámite. Por eso decía que los autores que 
admiten leyes interpretativas con esa eficacia retrospectiva, como señala la doctrina italiana, plantean que 
hay que considerar, sin perjuicio de la poca trascendencia que puedan tener, a los fines interpretativos, los 
trabajos preparatorios en materia de normas interpretativas con efecto retroactivo o retrospectivo, lo que se 
llama la ocassío legis, es decir, la oportunidad, el momento en que la ley se sanciona. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comprendo lo que está diciendo con respecto a este proyecto de ley y a esta 
circunstancia pero, como no me termina de quedar claro este tema, voy a realizar un planteo teórico. 


En cierto momento, en el Uruguay era delito tener moneda extranjera. Supongamos que una 
persona sale de una casa con moneda extranjera y es detenida y procesada por ello, pero después 
advierten que salió de la casa porque robó esa moneda extranjera y, además, mató al dueño del lugar. En 
consecuencia, el Fiscal luego la acusa por los otros delitos. En ese momento, el Parlamento elimina el 
delito de tenencia de moneda extranjera por el cual estaba procesada esa persona, pero la acusación fiscal 
también era por los otros delitos. En esa circunstancia, ¿deben clausurarse los autos? El artículo 15 del 
Código Penal y el artículo 7% del Código del Proceso Penal refieren a una persona acusada o procesada 
por un delito que se extingue; en estos casos no hay dudas. Ahora bien, el problema se da cuando alguien 
está acusado por más de un delito y se extingue uno y los otros no. En esta situación, ¿los procesos 
deben continuar o se clausuran todos ellos? Es la duda que tengo, independientemente de que comprendo 
el resto del artículo, y entiendo su posición. 


SEÑOR VARELA MÉNDEZ.- En mi opinión es claro el tenor de las normas, por lo tanto se clausura 
solamente aquel delito que fue eliminado del mundo jurídico. Pero en caso de que el tribunal, en una 
imputación que comprendía tres o cuatro delitos, frente a la extinción de uno de ellos clausurara el proceso, 
habría un error de juicio que debería ser subsanado a través del orden de las instancias, y para eso está la 
casación. Como planteaba el señor Presidente, se podría dar la situación de que hubiera un delito de 
tenencia de moneda extranjera proveniente de un hurto en el que, además, hubiera habido un homicidio. 
En ese caso el Legislador no va a manifestarle al órgano jurisdiccional “Sentenció mal, en lugar de evitar la 
espera y ver qué pasaba con la sentencia de la Suprema Corte de Justicia”. Dos errores conjuntos hacen 
cosa juzgada; nos guste o no, enmienda la plana y por vía legal se soluciona el problema. Por eso, se 
podría decir al Juez que clausuró todos los procesos, que se olvidó de que, además de la tenencia de 
moneda extranjera, había un homicidio y un hurto, o sea, se equivocó y, por tanto, se manda reabrir el 
proceso por los otros delitos. Allí hay una clara injerencia en el ¡ter judicial de la cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Terminada la casación sobre este tema y no habiendo otros expedientes en 
puerta, no importa lo que se diga, si el Parlamento aprobara el artículo 1% -no el segundo- tal cual está, 
¿sería inconstitucional? 


SEÑOR VARELA MÉNDEZ.- En mi opinión, pretender darle carácter retroactivo a una norma es 
inconstitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con cosa juzgada no se puede ir para atrás; pero terminada la casación, ¿qué 
sucede? 


SEÑOR VARELA MÉNDEZ.- Si eliminamos la alocución por vía interpretativa, la ley es claramente 
declarativa y, en mi opinión, no habría vicio de inconstitucionalidad para el artículo 12. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Terminada la casación? 


SEÑOR VARELA MÉNDEZ.- Terminada la casación o no; si el Parlamento sanciona una norma que diga 
“declárase que los artículos tal y cual no provocan la cesación”, como es norma declarativa, no se le da 
efecto interpretativo y no se pretende proyectar hacia el pasado, va a regir solamente para el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por otra parte, de las expresiones del doctor Abal, entendí que si se tratara de 
abrir una cosa juzgada, el artículo 2% sería inconstitucional sobre el fondo, y no sobre la forma del 
procedimiento. Entonces, este artículo 2%, tal cual está redactado, ¿queda claro que habla del 
procedimiento o, a su entender, no es así y se puede interpretar que estamos hablando de la cosa juzgada 
sobre el fondo? El doctor Abal fue muy claro que si es sobre el fondo, el Parlamento no podría involucrarse. 


SEÑOR ABAL OLIÚ.- Lo que sucede es que el artículo 2% hay que leerlo relacionado con el artículo 1%, y 
este se refiere, concretamente, a una cuestión de procedimiento, o sea, a una causa en la que no hubo 
pronunciamiento sobre el fondo, que se clausuró, justamente, porque se derogó una ley, etcétera. 


De manera que si el artículo 2* está contenido en el artículo 1% de una ley, no habría manera de 
que se intentara aplicar esta disposición para rever causas en las cuales hubo una sentencia que se 
pronunció sobre el fondo del tema, ya sea a favor o en contra. 


Por otro lado, no pretendo abrir una discusión sobre el tema. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Todos los días se abren discusiones. 


SEÑOR ABAL OLIÚ.- Es lógico que estas sean entre los señores Senadores, pero que lo haga alguien que 
está invitado para exponer sobre un tema concreto, puede parecer no tan lógico, y además, la discusión 
sería entre nosotros. 


Pero no quiero dejar pasar la oportunidad sin decir que no estoy de acuerdo con la última 
reflexión que hizo el profesor Varela Méndez sobre los alcances de una ley interpretativa, por cuanto que 
no creo que el Legislador, al interpretar una ley, cometa una irregularidad pronunciándose en el sentido en 
que están interpretándola algunos Tribunales y en contra del sentido que la están aplicando otros. 
Justamente, lo que hace el Legislador cuando interpreta una ley es resolver en uno o en otro sentido una 
situación de controversia. Por eso, es inevitable que incida a favor de una de las dos posiciones o de una 
tercera, si la hubiera. Era el comentario que deseaba realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los delegados del Instituto Uruguayo de Derecho 
Procesal y los aportes brindados. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 21 minutos.) 
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